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el de garantizar la efectividad de los derechos 
consagrados en la Constitución, en condiciones de 
igualdad y sin favorecer injustificadamente a unos 
en desventaja de los otros, instrumentalizándolos 
(artículos 2, 13 y 209 de la Constitución), cierta y 
efectivamente.

Asì, por ejemplo, el ejercicio de la función 
electoral por parte de las Altas Cortes debe 
respetar naturalmente, entre otros, los principios de 
moralidad, igualdad e imparcialidad consagrados 
en el artículo 209 de la Constitución, su irrespeto 
es lo que precisamente, abundan las criticas con 
relacion al otorgamiento de esta funcion a los 
organos jurisdiccionales.

Ello supone entonces cuidar que en la escogencia 
del medio para satisfacer dicho fin no se desconozca 
el igual valor de cada posible candidato como un 
fin en sí mismo, no meramente como un medio para 
fines de otros.

Así, por ejemplo, los principios de moralidad e 
igualdad, exigen que en la provisión de las vacantes 
en la cúpula de la administración judicial y en otras 
elecciones para altos cargos del Estado, no se 
margine a las personas que puedan estar calificadas 
para acceder al desempeño de la función pública, 
pero que no cuentan con la ventaja de haber sido 
miembros de la corporación cuyos miembros son 
los electores. Igualmente exige no anteponer al 
interés general del Estado, los intereses particulares, 
compromisos, gratitud o temores emanados de 
vínculos profesionales o funcionales, generados 
en la provisión de cargos públicos, hecho por los 
candidatos en cabeza del mismo elector o sus 
familiares.

En conclusión, la moralidad como principio 
constitucional es un concepto abstracto e 
indeterminado, pero no por ello carente de valor 
normativo y vinculatoriedad. La dignidad del ser 
humano y sus instituciones tienen un significado 
profundo dentro del concepto de moralidad; 
dicho elementalmente, son fines y no medios 

para satisfacer fines torticeros y por consiguiente, 
la moralidad es una máxima dentro del Estado 
Social de Derecho que no puede ser mínimamente 
desatendida por los servidores públicos, sin 
consecuencias visibles.16
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